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León, Guanajuato, a 11 once de julio del 2008 dos mil ocho. . . . . . . . . . . . 
V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 044/2008-JN, promovido por el ciudadano José Guadalupe Torres Rodríguez; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución que se impugna, toda vez que se desprende de las constancias que integran la presente causa administrativa, que fue notificada en fecha 19 diecinueve de febrero del 2008 dos mil ocho, lo que se acredita con el original de la notificación que, respecto de la resolución impugnada, es aportada por la parte actora en su escrito inicial de demanda y le fue admitida como prueba de su parte. . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada, emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 13 trece de febrero del 2008 dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 495/05-P; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia fotostática de la citada resolución, aportada por la parte actora, y por el reconocimiento que hace la autoridad demandada al rendir su contestación; por lo que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 57, 78, 118, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- Por cuestión de orden publico y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En la especie, en la presente causa administrativa la autoridad demandada  hizo valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones I, II, III y IV, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con la fracción II, del artículo 262, del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Respecto a la primera causal que invoca, refiere que no existe ningún tipo de afectación a los derechos del actor, en virtud de que confiesa y reconoce expresamente la existencia de la Averiguación Previa número 014/2005, ante la Agencia del Ministerio Público número XXIX, por haber lesionado al ciudadano Luz Manuel Ortiz Guerrero, misma que se consigno al Juzgado Octavo Penal donde, dentro del expediente 315/2005, se le dictó auto de formal prisión y fue sentenciado. 

No se actualiza la misma, toda vez que la parte actora tiene interés jurídico para intervenir en este proceso administrativo, por estar en presencia de un acto emitido -resolución de fecha 13 trece de febrero del 2008 dos mil ocho- por una autoridad administrativa -Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal- que deviene de la circunstancia de habérsele instaurado el procedimiento administrativo disciplinario número 495/05-P, en consecuencia le asiste el derecho de impugnar la resolución que le sea adversa, como lo es en el caso que nos ocupa, al haber resuelto la autoridad demandada imponer la sanción de cese  al cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal. . . . . . . . . . . 

En cuanto a la fracción II antes señalada, refiere que la resolución impugnada se encuentra consumada de un modo irreparable pues los supuestos que integran la falta grave prevista en la fracción IV, del artículo 28, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, se encuentran acreditados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundada también esa causal, dado que la misma sólo se actualiza cuando el acto o la resolución impugnada produce todos sus efectos, hasta extinguirse por completo, no quedando nada que impugnar, al estar consumada y ser ya irreparable; lo que no ocurre en el presente caso, pues tal determinación, al ser impugnada, es todavía reparable y anulable, por lo que de ninguna manera se encuentra consumada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Respecto a la fracción III, que consiste en que el acto impugnado haya sido materia de sentencia pronunciada por autoridad jurisdiccional; se alega que se actualiza porque ya hubo una sentencia de un Juzgado Penal. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
No se configura la causal aludida, ya que el acto impugnado materia del presente proceso administrativo no fue materia de la sentencia que señala la demandada, lo que se traduce en que de ninguna manera puede tratarse del mismo acto o resolución impugnado, en el juicio penal y en la presente causa administrativa; lo anterior en razón de que aquel juicio se tramitó a efecto de determinar si el indiciado cometió o no, el delito de lesiones en agravio de un ciudadano, en tanto que la presente causa administrativa, se ventila para determinar la legalidad o no de la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia, en la que tuvo por acreditada una falta grave cometida por la parte actora, por lo que no se trata de los mismos actos, pues la naturaleza de ambos procesos es notoriamente distinta. . . . . . . . . . . . . . 

Por último, respecto de la fracción IV, que se refiere al consentimiento expreso, no se actualiza  dicha causal, en virtud de que el consentimiento expreso, sólo se da cuando el gobernado que resiente un acto administrativo, manifiesta de forma inequívoca su conformidad con el mismo, lo que en la especie no acredita la autoridad demandada; en tanto que de las constancias que integran la presente causa administrativa no se desprende la existencia de dicho consentimiento. . . . . . . . . . . . . 

Por lo antes expresado, al no actualizarse ninguna de las causales señaladas, no procede sobreseer el presente proceso administrativo, en los términos de la fracción II, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, como lo solicita la autoridad demandada al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas valer por la demandada, y no advertirse la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor, no sin antes dejar fijos, clara y precisamente, los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo, consistentes en que existieron violaciones procésales en cuanto al desahogo y valoración de algunas de las pruebas contenidas en el procedimiento administrativo disciplinario número 495/05-P, lo que no es otra cosa que la legalidad de la resolución impugnada; siendo preciso destacar por su importancia lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De las documentales aportadas por el actor se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, con fecha 13 trece de febrero del año 2008 dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 495/05-P; instruido en contra del ahora impetrante del proceso, dictó resolución a través de la cual le impuso la sanción de cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal, al considerar ese Órgano Colegiado, que su conducta actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción IV, del artículo 28, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establece: "La probable comisión de delitos de carácter doloso, dentro o fuera del servicio. El supuesto anterior se aplicará una vez que el auto de formal prisión cause estado, o cuando se dicte la orden de aprehensión y el indiciado se sustraiga de la acción de la justicia". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A efecto de determinar acerca de la actualización de la falta grave  mencionada, la autoridad demandada, en el Considerando Sexto de la resolución impugnada, señaló: “SEXTO.- Con los medios convictivos analizados y valorados en los anteriores considerandos, a juicio de este órgano resolutor se tiene por acreditado que el día veinticinco de septiembre del año 2005, dos mil cinco, aproximadamente a las 21:40 veintiún horas con cuarenta minutos, el C. José Guadalupe Torres Rodríguez, encontrándose en funciones como elemento de seguridad pública, arribó a bordo de la unidad  número 5142... a las calles de Nepal y Bangladesh de la colonia Cañon de la India, lugar en el cual se encontraba Luz Manuel Ortíz Guerrero... ingiriendo bebidas embriagantes en conjunto de otras personas, siendo en esos momentos que dicho elemento procedió a su detención, al que de inmediato esposó y fue en el momento en el que iba a ser abordado a la patrulla en que dicho detenido cayó al suelo, lo que aprovechó para enseguida salir corriendo... lo que motivó al elemento... a desenfundar su arma de fuego... calibre 9 mm... y realizar varios disparos hacia la misma dirección en la que iba el detenido como así lo señala el propio elemento... disparos de los cuales uno hizo blanco en el cuerpo del  C. Luz Manuel Ortíz Guerrero, quien cayó lesionado al suelo; situación por la cual se integró ante la Agencia del Ministerio Público número XXIX, la averiguación previa número 14/2005, la cual en fecha 27 veintisiete de septiembre de 2005 dos mil cinco, fue consignada al Juzgado Octavo Penal  de partido, quedando registrada bajo el número 315/2005, en la que en fecha 30 treinta de septiembre del 2005 dos mil cinco, al C. Licenciada María Angélica Alvarez Garfias, Juez Octavo del ramo penal de este partido judicial dictó auto de formal prisión en contra del C. José Guadalupe Torres Rodríguez, al haber existido elementos suficientes para acreditar su responsabilidad penal, en la comisión del delito de lesiones en agravio del C. Luz Manuel Ortíz Guerrero..." (Páginas 35 y 36 de la resolución del procedimiento administrativo disciplinario número 495/05-P.). . 
De lo anterior, es de concluir que la autoridad demandada estimó que se actualizó la hipótesis de falta grave antes señalada, al habérsele dictado al actor auto de formal prisión por la probable comisión del delito de lesiones, en agravio del ciudadano Luz Manuel Ortíz Guerrero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Quedando establecido lo anterior, en el primer concepto de impugnación (aunque el actor los denomina "agravios"), señala que la resolución impugnada vulnera los artículos 164, 165, 166 y 167 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, al no haberlo citado en forma previa y expresa a la inspeccional que el Secretario Técnico del Consejo demandado, efectuó en el lugar de los hechos -calle Nepal entre las calles Everest y Bangladesh de la colonia Cañón de la India, de esta ciudad-, el 8 ocho de julio del 2006 dos mil seis. . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado el agravio señalado, en razón de que no se vulneraron los preceptos referentes a la prueba inspeccional, que refiere el actor, dado que la visita de inspección que practicó el Secretario Técnico, al lugar en que ocurrieron los hechos, se hizo dentro de la fase de investigación, de acuerdo a lo previsto en el artículo 41 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; etapa que tiene como característica, que el Secretario Técnico debe recabar toda la información posible acerca de los hechos materia de la queja y en la que puede practicar dentro y fuera de sus oficinas, todas las diligencias tendientes a esos fines. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo que al encontrarse en una fase de investigación, el Secretario Técnico no se encontraba obligado a aplicar las reglas que refiere el actor, pues aún se estaba recabando información y documentos que eventualmente servirían para determinar si se acreditaba la comisión de una falta grave o no, y en su caso pasar a la segunda fase ó etapa, que es la del inicio del procedimiento administrativo disciplinario, prevista en el artículo 43, del referido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia; siendo en esta segunda etapa, en la que se dan a conocer al elemento sujeto a procedimiento, los hechos materia de la queja, la falta grave que se le atribuye y se le concede el derecho a ofrecer las pruebas que estime pertinentes, de las previstas en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, para proveer a su defensa, entre las cuales se encuentra la inspeccional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el caso en concreto, en el resultando tercero de la resolución impugnada, se señaló que el 11 once de julio del 2006 dos mil seis, el Secretario Técnico, dio inicio al procedimiento administrativo disciplinario y el día 12 doce de ese mismo mes y año, se le notificó al elemento, citándolo a una audiencia pública en la cual podría manifestar lo que a su derecho conviniera, así como ofrecer las pruebas que estimara pertinentes; etapa en la que el ahora actor, pudo haber ofrecido la inspeccional de lugar de los hechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, es que no resulta fundado el agravio esgrimido, al no encontrarse el Secretario Técnico del Consejo, obligado a citarlo expresamente a la visita que efectuó al lugar de los hechos; sino que en todo caso, el elemento José Guadalupe Torres, pudo haberla ofrecido en la audiencia pública que se llevó a cabo y a la que fue debidamente citado, entonces sí, en los términos de los artículos 164, 165, 166 y 167 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, sin que se desprenda de lo actuado que así lo haya realizado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el segundo agravio expresa el actor que se vulnera el artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, ya que la testigo Yolanda Meléndez, no se percató de los hechos referentes a los disparos con arma de fuego, porque antes de que eso ocurriera entró a su casa y no vio quien los hizo, por lo que su dicho carece de todo valor para probar o acreditar la conducta que se le atribuyó al actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El referido agravio, en primer término es infundado, porque de la resolución impugnada no se desprende que el Consejo haya considerado el testimonio de la ciudadana Yolanda Meléndez, rendido el 8 ocho de junio del 2006 dos mil seis, para demostrar que el elemento sujeto a procedimiento haya disparado en contra del ciudadano Luz Manuel Ortíz Guerrero; sino que lo que se desprende de su declaración y que se contiene en el punto número 9 nueve del Cuarto Considerando,  únicamente es que observó que los policías José Guadalupe Torres Rodríguez y Juan Carlos Martínez Encino, descendieron de su unidad de policía y se dirigieron hacia el referido ciudadano, que el mismo tomó piedras, corrió hacia la calle Bangladesh y que los elementos de policía fueron apedreados por algunas personas en esa calle, no pudiendo atestiguar mas hechos porque entró a su domicilio; por lo que de tal declaración, se aprecia que el Consejo no consideró ese testimonio para acreditar lo referente a los disparos de arma de fuego. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo término, es inoperante, porque el razonamiento por el que considera que se encuentra mal valorada la testimonial que menciona, es incorrecto, además de que no precisa en que forma se vulnera en su perjuicio el contenido del artículo 220, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, ya que no expone los argumentos lógico jurídicos, por los cuales estima que fue incorrectamente valorada dicha prueba, ni precisa que valor debió dársele, así como tampoco la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del quejoso, ya que sólo en esas condiciones podría analizarse si la misma tiene trascendencia en el fallo reclamado; pero al no hacer tales razonamientos, este Juzgador se ve imposibilitado para realizar oficiosamente un examen de dicha probanza, lo que sería una suplencia indebida, en un proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES POR DEFICIENTES, SI OMITEN PRECISAR EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS PROBANZAS CUYA VALORACIÓN ILEGAL SE ALEGA. Los conceptos de violación que se hacen consistir en falta de valoración de pruebas rendidas en el juicio generador del acto reclamado deben expresar no sólo las probanzas cuya estimación se considera ilegal, sino también deben precisar el alcance probatorio de tales probanzas y la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del quejoso, pues únicamente en dicha hipótesis puede analizarse si la omisión de valoración de pruebas causó perjuicios al mismo y, por ende, determinar si es violatoria de garantías individuales, de suerte tal que los conceptos de violación que no reúnan los requisitos mencionados deben estimarse inoperantes por deficientes." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.  No. Registro: 198,753. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. V, Mayo de 1997. Tesis: VI.2o. J/102. Página: 509. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el tercer agravio, expone el impetrante del proceso que se vulnera el artículo 220, del Código Adjetivo Civil vigente en el estado, en su fracción IV, porque el testimonio rendido por el propio elemento sujeto a procedimiento, no fue imparcial, ya que él es parte involucrada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado el concepto de impugnación planteado, en razón de que al haberse tomado la declaración del elemento sujeto a procedimiento el día 9 nueve de junio del 2006 dos mil seis, esta se realizó dentro de la fase de investigación, en la cual aún no se le atribuía alguna responsabilidad en la comisión de una falta grave, lo que ocurriría solamente al iniciarse la etapa de procedimiento administrativo disciplinario; por lo que su declaración únicamente se tomó para recabar la información sobre los hechos materia de la queja, por lo que no debía considerarse como una confesional de parte del elemento, de ahí que no se haya vulnerado el precepto citado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, también resulta inoperante dicho concepto de impugnación, en razón de que no precisa que valor debió dársele a dicha probanza, así como tampoco la forma en que trascendería ésta al fallo en su beneficio; resultando aplicable la jurisprudencia trascrita anteriormente, al resolver el segundo aspecto del segundo concepto de impugnación, y que en obvio de repeticiones se tiene como si a la letra se insertara. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el cuarto agravio, manifiesta que la autoridad demandada le da el carácter de públicos a diversos escritos que no reúnen las exigencias del artículo 132, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, contenidos en el procedimiento administrativo disciplinario expediente número 044/2008-JN, tales como: el descriptivo de la llamada por motivo de radio operador, con número de folio 654270; el parte informativo folio número 14182, suscrito por el elemento sancionado; el resguardo individual del arma de fuego, de fecha 6 seis de mayo del 2005 dos mil cinco y la lista de tripulación de la 14 Catorceava Comandancia, turno "A", del 25 veinticinco al 26 veintiséis de septiembre del año 2005 dos mil cinco. . . . 

Es inoperante tal agravio, en razón de que el actor para demostrar la ilegalidad que señala, debió mencionar no solamente que no se trataba de documentos públicos, sino de señalar en que forma se vulneraron en su perjuicio las reglas sobre la valoración de las pruebas, ya que no expone los argumentos lógico jurídicos por los cuales estima que fueron incorrectamente valoradas dichas pruebas, ni precisa que valor debió dárseles, así como tampoco menciona la forma en que trascenderían éstas al fallo en su beneficio, ya que sólo en esas condiciones podría analizarse si las mismas tienen trascendencia en el fallo reclamado; resultando aplicable también en este concepto de impugnación, la jurisprudencia trascrita anteriormente, al resolver el segundo aspecto del segundo concepto de impugnación. 

En el quinto concepto de impugnación menciona que se vulneran los artículos 202, 203 y 207 del Código Adjetivo Civil vigente en el Estado, porque no se valoraron las constancias que integran las copias certificadas del proceso penal número 315/2005-D. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 


Es infundado dicho concepto, en virtud de que para acreditar la falta grave que se le imputó al elemento de policía sancionado, no era necesario valorar todas y cada una de las constancias que integran la señalada causa penal, sino que advirtiéndose que la falta grave por la que le sancionó consiste en la probable comisión del delito de lesiones, y que dicha falta se actualiza una vez que el auto de formal prisión cause estado; entonces lo que el Consejo demandado destacó de dichas copias certificadas, fue únicamente que en fecha 30 treinta de septiembre del 2005 dos mil cinco, la Juez Octavo del ramo penal, Licenciada María Angélica Alvarez Garfias dictó auto de formal prisión en contra del ahora actor, al haberse dado, en dicho expediente, elementos suficientes para acreditar su responsabilidad penal en la comisión del delito de lesiones en agravio del ciudadano Luz Manuel Ortíz Guerrero; pues para acreditar dicha falta, sólo resulta necesario demostrar la existencia del auto de formal prisión y que el mismo ha causado estado; de ahí que no resulte acertado que se señale que debió haberse valorado todo el contenido de dicho expediente del proceso penal, siendo que en realidad el Consejo demandado discriminó las constancias que lo integran para destacar únicamente, el auto de formal prisión dictado al elemento, la sentencia condenatoria de fecha 27 veintisiete de marzo del 2006 dos mil seis y la sentencia que posteriormente fue modificada por el Magistrado que integra la Segunda Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, aumentando la pena al ahora impetrante del proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior, resulta infundado el concepto de impugnación intentado; en tanto que respecto de la tesis aislada que transcribe el actor, la misma no resulta obligatoria al no constituir jurisprudencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En el sexto concepto de impugnación, se hace valer que se vulneran los artículos 139 y 208 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, en cuanto a las notas periodísticas descritas en los números 1 al 6, del Considerando Cuarto de la resolución impugnada, de las cuales señala, no constituyen documentales privadas, a las que no debe dársele valor ni de indicio. . . . . 

 
Es inoperante por deficiente el señalado concepto de impugnación; en razón de que si bien es cierto, expone los argumentos lógico-jurídicos por los cuales estima que fueron incorrectamente valoradas dichas notas, y precisa el valor que debió dárseles, no expresa la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del actor, es decir como desvirtuarían la actualización de la falta grave por la que es sancionado, ya que sólo en esas condiciones podría analizarse si la misma tiene trascendencia en el fallo reclamado; pero al no hacer tal razonamiento, este Juzgador se ve imposibilitado para realizar oficiosamente un examen de dicha probanza, lo que sería una suplencia indebida, en un proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último señala el actor que se vulneran los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resulta inoperante el planteamiento realizado, toda vez que el impetrante del proceso no expresa los motivos o causas por las que considera que la resolución impugnada vulnera tales preceptos constitucionales; en tanto que no se aprecia que alguno de los ordenamientos aplicados haya vulnerado la supremacía de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Asimismo, se determina que los conceptos de impugnación expresados son insuficientes en su conjunto, toda vez que el actor no controvierte todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución impugnada en el presente proceso, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.- De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también lo referente a que se le restituya en sus funciones de policía raso y el pago de salarios caídos, lo que no son otra cosa que el reconocimiento de un derecho y la condena para el pleno restablecimiento de un derecho violado, pretensiones que se encuentran previstas en las fracciones II y III del artículo 255 del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A juicio de este Juzgador, no procede hacer pronunciamiento alguno respecto de las pretensiones señaladas, pues al resultar válida la resolución combatida, no surge derecho alguno para reclamar las acciones de reconocimiento de un derecho y de condena, contenidas en las citadas fracciones II y III, pues tales acciones se consideran accesorias a la de nulidad, ya que sólo habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado, de tal suerte que al reconocerse la validez la resolución impugnada resulta incuestionable que las acciones en comento pierden su razón de ser. . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior siguiendo, por analogía, un criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 103, de la publicación denominada “Criterios 2000-2007”, que dice: . . . . . . . . 

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003).

Así las cosas, al resultar inoperantes, infundados e insuficientes los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en la presente causa administrativa y constan, en el expediente respectivo, elementos de convicción que demuestran que la conducta realizada por el actor actualizó la falta grave que se le atribuyó, y no se desvirtuó la presunción de legalidad de la resolución impugnada; es por lo que se concluye que en la presente causa administrativa lo procedente es reconocer totalmente su legalidad y validez, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299 y 300 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: 
R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo promovido. . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce totalmente la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 495/05-P, con fecha 13 trece de febrero del año 2008 dos mil ocho; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Quinto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre la restitución en el cargo, ni al pago de salarios caídos, atento a lo señalado en el Considerando Sexto de esta misma resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . .
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

